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A los trece (13) días del mes de junio del año dos mil veintitrés 

(2023), se congrega la Sala Cuarta de Decisión Laboral, con el fin 

de dictar sentencia escrita; en atención a Descongestión de la Sala 

Laboral del Tribunal Superior de Cali; en la que se resuelve el 

recurso de apelación, y el grado jurisdiccional de consulta; que 

obran frente a la sentencia de primera instancia; de conformidad 

con lo dispuesto en la Ley 2213 de 2022. 

 

SENTENCIA No. 058 

APROBADA EN SALA VIRTUAL No. 021 

                    

ANTECEDENTES 

 

Demanda  

 

La señora LUZ DARY FRANCO GIL, convocó a juicio a la 

ADMINSTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES- pretendiendo se declare que el señor HEBERTO 

ALID SUAREZ LOZANO (Q.E.P.D.) dejó acreditados los requisitos 

legales para que sus beneficiarios accedan a la pensión de 
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sobrevivientes; en consecuencia se condene a la demandada a 

reconocer y cancelar la pensión de sobrevivientes a la demandante 

en aplicación de la condición más beneficiosa, de forma retroactiva 

desde el 21 de enero de 2013, junto con las mesadas adicionales e 

incrementos de ley, a las costas y agencias en derecho. 

 

Como sustento de sus pretensiones el mandatario judicial de la 

parte actora narró los siguientes hechos: 

 

 

 

Admisión de demanda 

 

El asunto fue asignado por reparto al Juzgado Segundo Laboral del 

Circuito de Cali, donde luego de revisar la demanda se profirió el 

auto No. 2510 del 19 de diciembre de 2017, en el que se dispuso a 

devolver la demanda, por cuanto «a. En el poder no se indicó el 
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nombre del representante legal de la entidad a demandar, a efeto de 

que el mismo reciba notificaciones personales, debiéndose corregir 

esta omisión en el poder; b. En el encabezamiento de la demanda se 

menciona como representante legal de la entidad a demandar al 

doctor MAURICIO OLIVERA GONZALEZ, quien no ostenta la calidad 

de tal, debiéndose indicar el nombre de su actual representante legal, 

a fin de que éste reciba notificaciones personales, debiéndose 

corregir esta falencia en el encabezamiento de la demanda; c. El DVD 

aportado con la demanda para el traslado a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado, a tenor de lo dispuesto en los Artículos 

610 y 612 del Código General del Proceso, aparece dañado, sin que 

el mismo se pueda abrir en el computador», concediéndole a la parte 

interesada el término de 5 días para corregir los yerros anotados. 

 

Mediante memorial allegado por la parte actora el 06 de octubre de 

2017 subsanó los yerros en comento, razón por la cual, la Juez 

instructora profirió el auto No. 1921 del 09 de octubre de 2017 por 

el que dispuso admitir la demanda y darla en traslado a la 

contraparte. 

 

Contestación de la demanda 

 

Notificada personalmente la demanda a la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- la contestó 

refiriéndose frente a los hechos 1°, 2°, 3°, 6° y 10° ser ciertos, a los 

hechos 4°, y 5° no ser ciertos, y de los hechos 7° al 9° dijo no ser 

hechos; en cuanto a las pretensiones se opuso a cada una de ellas. 

Finalmente formuló las excepciones de mérito de la innominada, 

inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido, buena fe, y 

prescripción.  



Radicación: 76-001-31-05-002-2017-00399-01 

 

4 
 

La Procuradora 28 judicial II para Asuntos Laborales realizó su 

intervención indicando que si la demandante cumple con los 

requisitos legales para acceder a la pensión deprecada debe 

concederse, y aplicar las excepciones de prescripción y 

compensación, las cuales formuló en su escrito. 

 

Sentencia de primera instancia 

 

Posterior a la audiencia del artículo 77 del Código Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social, el despacho procedió con la 

celebración de la audiencia de trámite de que trata el artículo 80 

del citado código, constituyéndose en audiencia de juzgamiento, 

para proferir la sentencia No. 55 fechada el 12 de marzo de 2020, 

en la que resolvió:  

 

«PRIMERO. DECLARAR PRESCRITOS a favor de la entidad de 
seguridad social demandada las mesadas pensionales 
causadas con anterioridad al 13 de junio de 2014 
 
SEGUNDO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES COLPENSIONES, a reconocer y pagar a LUZ 
DARY FRANCO GIL, la pensión de sobrevivientes, a la que tiene 
derecho a disfrutar con ocasión del fallecimiento de su 
compañero permanente HEBERTO ALID SUAREZ LOZANO, 
reconocimiento que debe efectuarse a partir del 13 de junio de 
2014, en cuantía igual al salario mínimo vigente para cada 

anualidad. 
 
TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES-  a que 
reconozca como retroactivo pensional, desde la fecha del deceso 

del causante a la de esta decisión la suma de $54.525.796, 
retroactivo que se liquida desde 13 de junio de 2014 a la fecha 
de esta decisión. Suma que deberá pagarse por la entidad 
demandada debidamente indexada al momento de su pago. Se 
autoriza a la entidad demandada para que del retroactivo 
pensional generado se compense la suma $1.863.915, que fue 

pagada a título de indemnización sustitutiva, igualmente se 
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faculta a la entidad demandada para que efectúe los respectivos 

descuentos por salud. 
 
CUARTO. Se ABSUELVE a la entidad demandada de los demás 
cargos formulados. 
 

QUINTO. SE IMPONE CONDENA EN COSTAS a la parte 
vencida» 
 

 

Recurso de apelación parte demandante  

 

«De manera muy respetuosa en lo que respecta al no 
reconocimiento de los intereses moratorios, pues 
precisamente los intereses consagrados en el artículo 141 de la 
ley 100 de 1993 no son a título sancionatorio, por lo tanto los 
mismos deben proceder dos meses vencida la reclamación, esto 

sería del 13 de agosto de 2017; ahora bien, si el H. Tribunal 
considera que no son procedentes en razón a que se hace con 
fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional, tal 
como quedó decantado en el fallo que se acaba de proferir, pues, 
solicito que sí sean reconocidos a partir de la ejecutoria de la 
Sentencia, por lo tanto, la indexación sea reconocida al momento 

de la ejecutoria de la Sentencia y de ahí en adelante los 
intereses moratorios que sean cancelados hasta el momento en 
que se haga la debida inclusión en nómina por la entidad 
demandada es todo, muchas gracias.» 
 
 

Alegatos de segunda instancia 

 

Ejecutoriado el auto que requiere a las partes para que presenten 

alegatos de conclusión, guardando silencio el extremo pasivo. 

 

La parte demandante los expuso en los siguientes términos: 
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Con vista en lo anterior, pasa la Sala a tomar la decisión que en 

derecho corresponda con estribo en las siguientes 

 

CONSIDERACIONES 

 

A tenor del artículo 66 A del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, y al grado jurisdiccional de consulta a favor de 

COLPENSIONES frente a las condenas impuestas, el estudio de la 

Sala se centra en establecer (i) si la demandante cumple con los 

requisitos de ley para que se le reconozca y cancele la pensión de 

sobrevivientes deprecada, con ocasión al deceso del afiliado 

HEBERTO ALID SUAREZ LOZANO, y en aplicación del principio 

constitucional de la condición más beneficiosa; (ii) si es procedente 

la condena al retroactivo pensional;  (iii) y si hay lugar a la 

imposición de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 

100 de 1993. 

 

Previo a estudiar el fondo del asunto, la Sala considera 

importante mencionar que la pensión por sobrevivencia viene a 

ser la remuneración periódica que comenzarán a percibir o 

continuarán percibiendo los miembros del grupo familiar del 

fallecido o pensionado por vejez o invalidez por riesgo común, y 

es lo que se ha conocido como sustitución pensional, 

asimilándose a un seguro de vida a favor del cónyuge o 

compañero sobreviviente y de los hijos, en caso de muerte del 

aspirante a pensionado o pensionado; de modo que la Sala se 

encamina a analizar la norma aplicable para de allí establecer los 

posibles derechos que le asisten a la demandante. 
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Pues bien, el sistema de seguridad social integral que entró en 

vigor el 1º de abril de 1994, se encarga de regular lo concerniente 

a los riesgos de vejez, salud y riesgos profesionales, siendo en 

este sistema donde se sitúan las pretensiones de la accionante, 

puesto que ellas se circunscriben al ámbito del seguro de vejez, 

más concretamente lo que la ley denomina pensión por 

sobrevivencia.  

 

Sobre la ley de seguridad social referida, no sobra anotar que la 

misma ha sufrido importantes modificaciones a raíz de la 

expedición de leyes como la 797 de 2003 y la 860 de 2003, las 

cuales introdujeron cambios trascendentales en la normatividad 

inicial, en particular sobre el tema bajo estudio, puesto que se 

modificó el monto de semanas y el tiempo de afiliación mínimo 

para hacerse acreedor de dicha prestación.  

 

Para hallar solución al planteamiento hecho al inicio de estas 

consideraciones, en principio debe señalarse que el óbito del 

señor HEBERTO ALID SUAREZ LOZANO ocurrió el 21 de enero 

de 2013, como lo revela el certificado de defunción No. 07401703 

(Archivo 02 ED); por tanto, aplicando la regla jurisprudencial que 

indica que las pensiones se rigen por la ley vigente al momento 

de su surgimiento; se tiente entonces que el deceso del afiliado 

se produjo en el año 2013, por tanto, la norma vigente para esa 

calenda es la Ley 797 de 2003, y por ende el derecho a la pensión 

por sobrevivencia o sustitución pensional, surgió desde ese 

momento y, por ello, se deben regir por los lineamientos de la 

citada ley, conforme a los artículos 12 y 13. 
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Las disposiciones en mientes establecen: 

 

«ARTÍCULO 12. El artículo 46 de la ley 100 de 1993 quedará así: 
 
Artículo 46. Requisitos para obtener la pensión de 
sobrevivientes. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 
 
1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o 

invalidez por riesgo común que fallezca y, 
 
2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que 
fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta 
semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente 
anteriores al fallecimiento y se acrediten las siguientes 

condiciones: 
 
a) <Literal INEXEQUIBLE> 
 
b) <Literal INEXEQUIBLE> 
 

PARÁGRAFO 1o. Cuando un afiliado haya cotizado el número de 
semanas mínimo requerido en el régimen de prima en tiempo 
anterior a su fallecimiento, sin que haya tramitado o recibido 

una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez o la 

devolución de saldos de que trata el artículo 66 de esta 

ley, los beneficiarios a que se refiere el numeral 2 de este artículo 

tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, en los términos 
de esta ley. 
 
El monto de la pensión para aquellos beneficiarios que a partir 
de la vigencia de la Ley, cumplan con los requisitos establecidos 

en este parágrafo será del 80% del monto que le hubiera 
correspondido en una pensión de vejez. 
 
PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo INEXEQUIBLE> 
 
ARTÍCULO 13. Los artículos 47 y 74 quedarán así: <Expresiones 

"compañera o compañero permanente" y "compañero o 
compañera permanente" en letra itálica CONDICIONALMENTE 
exequibles> 
 
Artículo 47. Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son 
beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 
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a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero 

permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a 
la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de 
edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por 
muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero 
permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo 
vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido 

con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con 
anterioridad a su muerte; (…)» 

 

Así las cosas, es claro que el fallecido debió cumplir con el 

requisito de cotizar mínimo 50 semanas, dentro de los tres 

últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento, para 

así dejar causado el derecho a la pensión de sobreviviente a favor 

de sus beneficiarios, conforme se desprende del contenido del 

artículo 46 arriba transcrito. 

 

De otra parte, el artículo 13 de la mentada Ley 797 de 2003 

contiene el elemento fundamental que se exige; tanto para quien 

alega ser compañero (a) o cónyuge del causante del cual pretende 

derivar el derecho pensional, como para quien pretende derivar 

la prestación del AFILIADO; cual es la convivencia, entendida 

ésta; según jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia; como aquella «comunidad de vida, 

forjada en el crisol del amor responsable, la ayuda mutua, el afecto 

entrañable, el apoyo económico, la asistencia solidaria y el 

acompañamiento espiritual, que refleje el propósito de realizar un 

proyecto de vida de pareja responsable y estable, a la par de una 

convivencia real efectiva y afectiva- durante los años anteriores al 

fallecimiento del afiliado o del pensionado» (sentencia del 2 de 

marzo de 1999, radicación 11245 y del 14 de junio de 2011, 

radicado 31605). 
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Entonces, conforme a lo anterior, se observa que al plenario la 

demandada allegó historia laboral del extinto afiliado SUAREZ 

LOZANO expedida el 04 de diciembre de 2017, en la cual se 

desprende que la última cotización al Régimen de Prima 

Media con Prestación Definida fue para el ciclo comprendido 

entre el 01/08/1974 y 18/01/1976 para un total de 346 

semanas de cotización; veamos: 

 

 

 

Así las cosas, no es dable imputarle la responsabilidad a la 

demandada de reconocer la pensión de sobrevivientes a la 

demandante, pues el requisito exigido en el artículo 12 de la Ley 

797 de 2003 de -50 semanas dentro de los tres últimos años 

inmediatamente anteriores al fallecimiento- es indispensable para 

efectuar el reconocimiento pensional. Tampoco se podría acceder 

a la prestación deprecada en aplicación del parágrafo del citado 

artículo, dado que el causante en vida reclamó la indemnización 

sustitutiva de la pensión de vejez según se desprende de la 

Resolución No. 1116600 del 20101216 emanada del extinto 

Instituto Seguro Sociales, y en el evento de que fuera posible 
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tampoco cumple con las exigencias de semanas que exigía la Ley 

100 de 1993 en su texto original, pues, se itera su última 

cotización se realizó el 18/01/1976. 

 

Ahora, en cuanto al principio de la condición más beneficiosa en 

materia de pensión de sobrevivientes, la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL 699 de 

2023, refirió lo siguiente: 

 

«El principio de condición más beneficiosa 
 
Este principio tiene gran importancia a efectos de definir la 
norma aplicable en caso de un cambio normativo y, en materia 
de seguridad social, consiste en la preservación de las 

condiciones o los requisitos establecidos en la 
disposición anterior para acceder a una prestación, 
cuando aquella ha sido sustituida por otra. 
 
Tal principio en nuestro ordenamiento jurídico ha sido objeto 
de desarrollo jurisprudencial con anterioridad a la vigencia de 
la Constitución Política de 1991, a partir de la interpretación 
de algunas normas del Código Sustantivo del Trabajo, como 
el artículo 13 –mínimo de derechos y garantías-; no obstante, 
dicho estatuto constitucional lo consagró en el artículo 53. 
 
En efecto, el citado precepto establece que «la ley, los 
contratos, los acuerdos y convenios del trabajo, no pueden 
menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos 
de los trabajadores», esto es, que las situaciones individuales 
y concretas previamente reconocidas deben conservarse ante 
una sucesión normativa; en otros términos, la nueva norma 
debe respetar las reglas que el régimen previo estableció. 
 
A diferencia de los derechos adquiridos (artículo 58 ibidem), el 
principio de la condición más beneficiosa no procura por la 
protección de situaciones jurídicas consolidadas, en tanto que 
su campo de acción es mucho más amplio y cobija incluso a 
situaciones en proceso de consolidación, pues conserva los 
efectos de un estatuto normativo, que si bien fue objeto de 
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derogatoria parcial o total, eventualmente es aplicable ultra 
activamente. 
 
En el caso de la pensión de sobrevivientes, la institución 
de la condición más beneficiosa protege las 
expectativas legítimas de los beneficiarios de un 
afiliado al sistema general de pensiones que fallece, 
siempre que haya cotizado la densidad de semanas 
establecidas en la ley anterior, pero cuyo hecho 
generador -la muerte-, ocurrió durante la vigencia de la 
norma posterior. 
 
Pero la aplicación del principio en referencia tiene, además, 
las siguientes características: (i) no es absoluta ni atemporal; 
(ii) procede en caso de un cambio normativo, y (iii) permite la 
aplicación de la disposición inmediatamente anterior a la 
vigente al momento del fallecimiento, si el afiliado aportó la 
densidad de semanas requeridas para el reconocimiento del 
derecho pensional. 
 
La característica relativa a que no es absoluto e ilimitado en 
el tiempo, significa que no puede ser usado para garantizar la 
perpetuidad de un régimen o de una regulación que en un 
tiempo pretérito estuvo vigente y le era aplicable a un sujeto o 
a un grupo, dado que, bien comprendido, su ámbito de 
actuación se orienta a conservar un régimen normativo 
anterior cuando quiera que el trabajador haya cumplido una 
condición relevante del mismo que, si bien no es definitiva 
para adquirir el derecho, juega un rol fundamental en su 
consolidación. 
 
En este sentido, la condición más beneficiosa se sitúa en un 
lugar más allá de la simple expectativa para ubicarse en el 
concepto de expectativa legítima tutelable por el ordenamiento 
jurídico, en la medida en que no desconoce y ampara la 
consolidación de una exigencia relevante, que si bien no es 
suficiente para alcanzar el derecho, en tanto no se ha 
cumplido otra condición ulterior, sí genera la confianza 
fundada en torno a que el régimen que estaba en curso y en 
el que cumplió algunos presupuestos será respetado. 
 
Sin embargo, su aplicación no puede ser irrestricta al punto 
de petrificar la legislación e impedir la puesta en marcha de 
reformas sociales de interés general, de las cuales dependa 
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la realización y efectividad de los derechos de la comunidad 
o, la supervivencia de instituciones y prestaciones 
fundamentales para la sociedad; es decir, su aplicación debe 
ser razonable y proporcional a fin de no lesionar o 
comprometer otros derechos de interés público y social. 
 
En esta dirección, esta Sala en sentencia CSJ SL 7964, 4 dic. 
1995, indicó que este postulado «no es absoluto y en manera 
alguna conduce al anquilosamiento de la normatividad 
laboral, pues de lo que se trata es de proteger al trabajador 
que construye su vida y la de su familia alrededor de unas 
expectativas económicas y jurídicas generadas en su propia 
labor, de manera que un cambio desfavorable de esas 
expectativas sólo es humana y jurídicamente admisible, 
cuando en cada caso concreto medien serias circunstancias 
justificantes, verbigracia el interés general reconocido». 
 
De ahí que el delimitar la aplicación del principio de la 
condición más beneficiosa a la norma inmediatamente 
anterior sirve a varios propósitos: 
 
Si la potestad de configuración de un sistema pensional 
permite al legislador introducir cambios a fin de garantizar los 
principios y objetivos del mismo, no tendría sentido mantener 
en el tiempo disposiciones anteriores, puesto que ello haría 
nugatorio todos los propósitos económicos y sociales que 
pretenden lograrse con una reforma. 
 
Si los regímenes de transición siempre son temporales, no hay 
razón alguna que justifique que la aplicación del principio de 
condición más beneficiosa deba mantenerse indefinidamente 
en el tiempo, así bajo su vigencia se haya dado inicio o se 
hayan efectuado cotizaciones para obtener el amparo que se 
pretende. 
 
Tal restricción contribuye a la preservación de otro valor 
fundamental del ordenamiento jurídico: la seguridad jurídica, 
que ofrece certeza a los ciudadanos sobre las reglas jurídicas 
que emplearán los jueces en la solución de las controversias 
que se sometan a su consideración, sin que les sea posible 
acudir a una búsqueda histórica para determinar la norma 
aplicable a una situación particular; la aplicación del principio 
amplia e ilimitadamente genera incertidumbre en los actores 
del sistema pensional y en los ciudadanos en general, 
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respecto de las reglas que definen el acceso a un derecho 
pensional. 
 
En conclusión, si la finalidad del principio de la 
condición más beneficiosa es proteger expectativas 
legítimas que pueden ser modificadas por el legislador 
con apego a los parámetros constitucionales, no tiene 
sentido que su aplicación permita acudir a cualquier 
normativa anterior o, en otros términos, resulte 
indefinida en todos los tránsitos legislativos que 
puedan generarse en la configuración del sistema 
pensional, de por sí, de larga duración (...).» (Negrillas y 
subrayas de la Sala) 

 

Conforme al anterior precedente jurisprudencial, se tiene que el 

principio de la condición más beneficiosa permite la aplicación 

de los requisitos de la normatividad anterior a la vigente al 

momento del deceso del afiliado, lo que para el caso bajo estudio 

sería la Ley 100 de 1993 en su texto original, y tal como se explicó 

líneas atrás el causante tampoco cotizó la densidad de semanas 

establecidas en la ley para cubrir tal contingencia que hoy se 

persigue con la presente acción, esto es 26 semanas al momento 

de su muerte o al año inmediatamente anterior del deceso -

literales a y b, numeral 2°, Art. 46-. 

 

Ahora, observa la Sala que la Juez instructora sustentó su 

decisión bajo el precedente jurisprudencial de la Corte 

Constitucional en sentencia SU 005 del 2018, donde se faculta 

la aplicación ultra activa de la norma en aplicación del principio 

de la condición más beneficiosa a las personas que acrediten 

estar en condición de debilidad previó a superar un test de 

procedibilidad de 5 condiciones; fue así como una vez procedió 

con el estudio del test de procedibilidad y confirmó que la 

demandante lo superaba, continúo con el estudio de la 
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prestación pensional deprecada bajo los requisitos exigidos en 

los artículos 6°, 25° y 26° del Acuerdo 049 de 1990, concluyendo 

que el señor SUAREZ LOZANO (Q.E.P.D.) dejó satisfecha la 

densidad de semanas exigidas en la citada normatividad para 

dejar causada la pensión de sobrevivientes a sus beneficiarios. 

 

No obstante, en cuanto a la aplicación ultra activa del acuerdo 

049 de 1990 cuando el afiliado fallece en vigencia de la 

disposiciones establecidas en la Ley 797 de 2003, nuestro órgano 

de cierre jurisdiccional en sentencia SL916 de 2023, explicó que: 

 

«En el caso de la prestación de sobrevivientes, la institución 
de la condición más beneficiosa protege las expectativas 
legítimas de los beneficiarios de un afiliado al Sistema 
General de Pensiones que fallece, siempre que haya cotizado 
la densidad de semanas establecidas en la ley anterior para 
cubrir tal contingencia, pero cuyo hecho generador -la muerte- 
ocurre en vigencia de la normativa posterior.  
 
Así, frente a la aplicación de dicho principio, esta Sala ha 
reiterado que no es viable acudir a la plus 
ultraactividad de la ley, esto es, hacer una búsqueda de 
legislaciones anteriores a fin de determinar cuál se 
ajusta a las condiciones particulares del causante o 
cuál resulta ser más favorable, pues con ello se 
desconoce que las leyes sociales son de aplicación 
inmediata y, en principio, rigen hacia futuro.  
 
Esta ha sido la postura de la Sala expuesta en varias 
providencias, entre otras, CSJ SL17768-2016, CSJ SL9762- 
2016, CSJ SL9763-2016, CSJ SL9764-2016, CSJ SL14881- 
2016, CSJ SL15612-2016, CSJ SL15617-2016, CSJ SL15960-
2016, CSJ SL15965-2016, CSJ SL1689-2017, CSJ SL1090-
2017, CSJ SL2147-2017, CSJ SL353-2018, CSJ SL4020-
2019, CSJ SL409-2020, CSJ SL184-2021, CSJ SL3481-2022, 
CSJ SL3104-2022.  
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En tal contexto, no es dable acceder a las súplicas que la 
recurrente elevó relativas a otorgar la prestación pretendida 
con fundamento en los requisitos dispuestos para la pensión 
de sobrevivientes en el Acuerdo 049 de 1990, pues ello no 
tiene cabida ni siquiera bajo el supuesto de acudir al principio 
de favorabilidad que contempla el artículo 53 de la 
Constitución Política, porque su mandato parte de la 
existencia de duda en la aplicación o interpretación de normas 
vigentes, lo que no ocurre en este asunto.  
 
Además, estos saltos hacia el pasado, en búsqueda de una 
norma que se amolde a las circunstancias individuales de los 
afiliados o beneficiarios, con independencia de si fue 
derogada hace más de 20 años, ponen en vilo el principio de 
sostenibilidad financiera del Sistema, al conceder pensiones 
por el fallecimiento de personas que no cotizaron por más de 
una década o que no realizaron un esfuerzo sostenido en la 
construcción de una pensión.  
 
Igualmente, ha de tenerse presente que esta Sala ha 
adoctrinado que la aplicación del principio de la condición más 
beneficiosa, tiene las siguientes particularidades: (i) no es 
absoluta ni atemporal; (ii) procede en caso de cambio 
normativo, y (iii) permite acudir a la disposición 
inmediatamente anterior a la vigente al momento del 
fallecimiento, si el afiliado aportó la densidad de semanas 
requeridas para el reconocimiento del derecho pensional.  
 
Así, en sentencia CSJ SL1884-2020 reiterada en la CSJ 
SL3550-2022 y CSJ SL3104-2022 esta Corporación sostuvo 
que: 
 

« […] La característica relativa a que no es absoluto e ilimitado 
en el tiempo, significa que no puede utilizarse para garantizar 

la perpetuidad de un régimen que en un tiempo pretérito 
estuvo vigente y le era aplicable a un sujeto o a un grupo de 
personas, dado que, bien comprendido, su ámbito de 
aplicación se orienta a conservar un régimen normativo 
anterior, cuando quiera que el titular haya cumplido una 
condición relevante del mismo que, si bien no es definitiva 

para adquirir el derecho, juega un rol fundamental en su 
consolidación.  
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En este sentido, la condición más beneficiosa se sitúa en un 

lugar más allá de la simple expectativa para ubicarse en el 
concepto de expectativa legítima tutelable por el ordenamiento 
jurídico, en la medida en que no desconoce y ampara la 
consolidación de una exigencia relevante, que si bien no es 
suficiente para alcanzar el derecho en tanto no se ha cumplido 
otra condición ulterior, sí genera la confianza fundada que el 

régimen en que estaba incurso y en el que cumplió algunos 
presupuestos, será respetado. 
 
Sin embargo, su aplicación no puede ser irrestricta al punto de 
petrificar la legislación e impedir la puesta en marcha de 
reformas sociales de interés general, de las cuales dependa 

la realización y efectividad de los derechos de la comunidad o 
la supervivencia de instituciones y prestaciones 
fundamentales para la sociedad. En otras palabras, su 
aplicación debe ser razonable y proporcional, a fin de no 
lesionar o comprometer severamente otros derechos de interés 
público y social.  

 
En esta dirección, la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia en sentencia CSJ SL, 4 dic. 1995, rad. 7964 indicó 
que este postulado «no es absoluto y en manera alguna 
conduce al anquilosamiento de la normatividad laboral, pues 
de lo que se trata es de proteger al trabajador que construye 

su vida y la de su familia alrededor de unas expectativas 
económicas y jurídicas generadas en su propia labor, de 
manera que un cambio desfavorable de esas expectativas sólo 
(sic) es humana y jurídicamente admisible, cuando en cada 
caso concreto medien serias circunstancias justificantes, 
verbigracia el interés general reconocido (…)».  

 
De ahí, que el delimitar la aplicación del principio de la 
condición más beneficiosa a la norma inmediatamente 
anterior sirve a varios propósitos:  
 
(i) Si la potestad de configuración de un sistema pensional 

permite al legislador introducir cambios a fin de garantizar los 
principios y objetivos del sistema, no tiene sentido mantener 
en el tiempo disposiciones anteriores, puesto que ello haría 
nugatorios todos los propósitos económicos y sociales que 
pretenden lograrse con una reforma.»» 
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En virtud de lo anterior, es más que claro que la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia en reiterada jurisprudencia 

CSJ SL17768-2016, CSJ SL9762- 2016, CSJ SL9763-2016, CSJ 

SL9764-2016, CSJ SL14881- 2016, CSJ SL15612-2016, CSJ 

SL15617-2016, CSJ SL15960-2016, CSJ SL15965-2016, CSJ 

SL1689-2017, CSJ SL1090-2017, CSJ SL2147-2017, CSJ SL353-

2018, CSJ SL4020-2019, CSJ SL409-2020, CSJ SL184-2021, CSJ 

SL3481-2022, CSJ SL3104-2022 ha dejado sentado que no es 

viable acudir a la plus ultraactividad de la ley, por tanto, no es 

loable que la Juez de instancia haya obviado la decantada 

jurisprudencia, al respecto la cual en su mayoría es previa al 

precedente  jurisprudencial de la Corte Constitucional SU -005 de 

2018 que utilizó como fundamento de su decisión. 

 

En cuanto a fuerza vinculante del citado precedente jurisprudencial 

de la Corte Constitucional, la Sala de Casación Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia en la ya referida sentencia SL 916 de 2023, 

indicó: 

 

«En cuanto a la solicitud de la actora dirigida a la aplicación de 

la jurisprudencia de la Corte Constitucional contenida en la 

sentencia CC SU-005-2018, cabe mencionar que esta Sala se ha 

apartado con sujeción a los requisitos de transparencia y 

suficiencia, al explicar que tal postura supone la aplicación 

absoluta e irrestricta del principio de la condición más 

beneficiosa, impone reglas diferentes a las legales para el 

reconocimiento de la pensión de sobrevivientes y desconoce los 

principios de aplicación en el tiempo de la legislación de 

Seguridad Social. 
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Así lo ha reiterado, entre otras, por ejemplo, en la CSJ SL184-

2021, en la que explicó: 

 

« […] La Corte Constitucional ha definido el precedente judicial 

como aquel antecedente del conjunto de sentencias previas al 
caso que se habrá de resolver que, por su pertinencia para la 
resolución de un problema jurídico constitucional, debe 
considerar necesariamente un juez o una autoridad 
determinada al momento de resolver el asunto de su 
competencia.  

 
Asimismo, ha precisado que un precedente tiene fuerza 
vinculante, puesto que, sin duda, la jurisprudencia es una 
fuente formal del derecho y la hermenéutica que elaboran las 
autoridades judiciales que poseen la facultad de unificarla y 
otorgarle comprensión a normas superiores, precisamente 

contribuye a determinar el alcance de disposiciones 
normativas y a desarrollar principios básicos del Estado 
constitucional, como el de seguridad jurídica; además, permite 
materializar el respeto de los principios de igualdad, 
supremacía de la Carta Política, debido proceso y confianza 
legítima (C-539-2011).  

 
No obstante, también ha diferenciado entre las decisiones 
derivadas del control abstracto de constitucionalidad; es 
decir, aquellos fallos que determinan el contenido y alcance de 
la normativa superior y el precedente en vigor; esto es, el que 
deriva de las providencias de acciones de tutela.  

 
El primero, tiene fuerza vinculante especial y obligatoria en 
razón de sus efectos erga omnes y su desconocimiento 
significa una trasgresión a la Constitución Política (C-083-
1995, C836-2001, C-335-2008 y C-539-2011); mientras que 
el segundo, aunque también tiene fuerza vinculante, le 

permite al juez apartarse de sus postulados siempre que 
cumpla con el deber de trasparencia y argumentación 
suficiente, en armonía con los derechos y los principios 
constitucionales; ello, debido a los efectos inter partes que 
produce la jurisprudencia en estos casos (SU-611-2017).  
 

En ese contexto, teniendo en cuenta que los principios 
constitucionales no son absolutos y su aplicación debe ser 
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proporcional -a fin de no quebrantar otros bienes jurídicos 

Superiores importantes para los individuos y la sociedad-, 
esta Sala de la Corte Suprema de Justicia, frente a los efectos 
inter partes y a la ratio decidendi de la sentencia SU-05-2018, 
se aparta de su contenido -deber de transparencia-, por las 
razones que se expone a continuación -deber de 
argumentación suficiente- (C621-2015 y SU-354-2017).  

 
En esa providencia, dicha autoridad judicial estableció que es 
posible la aplicación plus ultra activa de la condición más 
beneficiosa, cuando se cumplan los siguientes requisitos: (i) se 

trate de un afiliado al sistema general de seguridad social en 
pensiones que fallece en vigencia de la Ley 797 de 2003, (ii) 

no acredite 50 semanas de aportes durante los tres años 
anteriores al deceso, para dejar causado el derecho a la 
pensión de sobrevivientes, (iii) pero sí reúne el número mínimo 
de semanas cotizadas exigidas en el régimen anterior.  
 
Igualmente, asentó que es procedente la acción de tutela para 

reclamar la pensión de sobrevivientes, cuando se cumplan con 
las siguientes condiciones del test de procedencia: (i) 
pertenecer a un grupo de especial protección constitucional o 
encontrarse en uno o varios supuestos de riesgo, tales como 
analfabetismo, vejez, enfermedad, pobreza extrema, cabeza 
de familia o desplazamiento; (ii) tener afectación directa de la 

satisfacción de necesidades básicas, esto es, su mínimo vital; 
(iii) depender económicamente del causante antes de su 
fallecimiento, de tal manera que la pensión de sobreviviente 
sustituye el ingreso; (iv) al afiliado no le fue posible seguir 
cotizando las semanas previstas en el sistema general de 
pensiones para dejar causada la pensión de sobrevivientes, y 

(v) la persona reclamante tuvo una actuación diligente en 
adelantar las solicitudes administrativas o judiciales para 
solicitar el reconocimiento de tal prestación.  
 
A juicio de esta Sala de Casación Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia, en la práctica, esa decisión 

significa la aplicación absoluta e irrestricta del 

principio de la condición más beneficiosa e impone 

reglas diferentes a las legales para el reconocimiento 

de la prestación de sobrevivencia, las cuales, a su vez, 

pueden afectar la eficacia de las reformas introducidas 

al sistema pensional. Así mismo, desconoce los 

principios de aplicación en el tiempo de la legislación 
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de seguridad social, principalmente los de aplicación 

general e inmediata y de retrospectividad.  
 
Por otra parte, la aplicación ultra activa de normativas 
derogadas en una sucesión de tránsitos legislativos, afecta el 
principio de seguridad jurídica, pues genera incertidumbre 

sobre la disposición aplicable, en la medida en que el juez 
podría hacer un ejercicio histórico para definir la concesión del 
derecho pensional, con aquella que más se ajuste a los 
intereses del reclamante, en detrimento de los de carácter 
general, lo cual, según el criterio de la Sala, no es posible (CSJ 
SL 1683-2019, CSJ SL1685-2019, CSJ SL2526-2019, CSJ 
SL1592-2020, CSJ SL1881-2020, CSJ SL1884-2020, y CSJ 

SL3314-2020).  
 
Por otra parte, debe advertirse que la financiación de todo 
sistema pensional depende de variables demográficas, 
fiscales o actuariales que deben ajustarse en diferentes 
momentos, de modo que las reformas en determinados 

contextos pueden privilegiar aspectos que antes no 
contemplaban o potenciar algunos de ellos, por ejemplo, darle 
mayor peso a la permanencia en la afiliación para la 
adquisición de un derecho pensional que a la sola acreditación 
de un número específico de semanas […].» 
 

En síntesis, la Corte ha dejado claro que no se trata de 
desconocer el principio de la condición más beneficiosa, más 
bien el objeto es delinear correctamente su campo de 
aplicación y actualizarlo conceptualmente bajo la égida del 
modelo constitucional de prevalencia del interés general sobre 
el particular, la solidaridad y la garantía de efectividad de los 

derechos fundamentales sociales.  
 
Por ello, de manera reiterada y pacífica esta Corporación ha 
adoctrinado que, respecto de las exigencias para acceder a la 
pensión de sobrevivientes, el juez no puede realizar un 
examen histórico de las leyes anteriores a fin de determinar 

la que más convenga a cada caso en particular. Esta postura 
ha sido reiterada en la CSJ SL3104-2022, entre otras.» 
 

De acuerdo con lo citado en precedencia, la Sala acogiendo la 

postura de nuestro órgano de cierre jurisdiccional frente a la no 

aplicación de plus ultraactividad de la Ley, revocará la decisión de 
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primera instancia, y en cuanto, al estudio del retroactivo pensional 

y los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, el 

análisis se hace innecesario pues su prosperidad dependía del 

reconocimiento de la tan anhelada pensión de sobrevivientes.  

 

Sin costas en esta instancia por haberse conocido en el grado 

jurisdiccional de consulta, y costas de primera instancia a cargo de 

la demandante y a favor de la demandada. 

 

III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del 

Tribunal Superior de Distrito Judicial de Buga, Valle del Cauca, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE 

 
PRIMERO: REVOCAR en todas su partes la Sentencia No. 055 

fechada el 12 de marzo de 2020, proferida por el Juzgado Segundo 

Laboral del Circuito de Cali, Valle del Cauca, por lo expuesto en la 

parte motiva de esta decisión 

 

SEGUNDO: COSTAS de primera instancia a cargo de la parte 

demandante, y a favor de la demandada. 

 

TERCERO: SIN COSTAS en esta instancia.  

 

CUARTO: DEVUÉLVASE el proceso a la Sala Laboral del Tribunal 

Superior de Cali, para que proceda a la notificación de esta 
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providencia y trámite posterior, en los términos del Acuerdo 

PCSJA22-11962 del 22 de junio del año 2022. 

 

MARÍA MATILDE TREJOS AGUILAR 

Ponente 

 

                                                 

MARÍA GIMENA CORENA FONNEGRA 

(con aclaración de voto) 
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